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SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA





Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Julio treinta y uno (31) del año dos mil nueve (2009). 





Acta No. 359 de julio 31 del año 2009. 





Expediente 66001-31-03-002-2009-00174-01




Se resuelve la impugnación presentada por la E.P.S.-S CAFESALUD y la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD,  contra la sentencia proferida el dieciocho (18) de de junio del presente año por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, en esta Acción de Tutela promovida por la señora MARIA ADRIANA RAMIREZ MORALES, que actúa a nombre propio, en contra de las impugnantes y la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE. 

I. ANTECEDENTES:

Pretende la actora que le sean tutelados los derechos a la salud y la vida digna, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las arriba accionadas, ya que a la fecha no le han autorizado un examen de “ecografía abdominal”.




Narra que es una mujer de 39 años, afiliada a la E.P.S.-S CAFESALUD, que no tiene trabajo debido a que debe cuidar a su hijo de trece (13) años y que se encuentra muy mal de salud. También dice que desde el 23 de febrero del año que avanza, ha acudido a las entidades demandadas para que le autoricen la ecografía abdominal que le ordenó el médico tratante, en razón a la colelitiasis que padece, sin que ninguna le dé una solución al respecto. Por esto acudió a la Personería local, quien luego de realizar algunos trámites administrativos en defensa de sus derechos, le recomendó que iniciara la presente acción.  No posee los recursos económicos para sufragar el costo del examen. 

Pide que se le tutelen sus derechos fundamentales a la salud y a la vida digna; como consecuencia, que se le ordene a las accionadas que de manera inmediata le practiquen el examen que requiere, al igual que la autorización, suministro y práctica en forma integral de todos los exámenes, insumos, procedimientos y tratamientos que requiera o llegue a requerir para el tratamiento de su patología, de acuerdo a las prescripciones que realice el médico tratante. 

A la tutela se le dio el trámite legal. En forma oportuna se pronunciaron la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE y la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD, así: i) la primera, dijo que la agraviada ostenta la calidad de afiliada a la E.P.S.-S CAFESALUD, por lo que es ésta la obligada a autorizar el examen, al igual que las valoraciones especializadas y demás tratamientos que le sean ordenados, con el recobro ante el Fosyga; y ii) la segunda,  con fundamento en normas referentes al caso sobre el POS-S, se dedica a responsabilizar del cumplimiento del procedimiento que requiere la tutelante a la entidad prestadora de salud, con el respectivo recobro también ante el FOSYGA. 

Por fuera del término se pronunció la E.P.S.-S CAFESALUD, argumentando que la “ecografía abdominal” se encuentra por fuera del POS-S, por lo que su autorización y cubrimiento le corresponde al ente territorial del ámbito departamental, distrital o municipal, según sea la complejidad del asunto.  No obstante, y teniendo en cuenta que la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD no dio respuesta en los términos de la resolución 3047 de 2008, contactó a la IPS contratada por el ente territorial para que procediera a autorizar el servicio requerido con cargo al subsidio a la oferta, para lo cual el HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE de Pereira autorizó el examen; con esto, considera que hay que denegar el amparo invocado porque hay carencia actual de objeto. Además, dice, no es procedente ordenar el tratamiento integral por negativas que aun no se han verificado. Solicita que se deniegue la tutela por improcedente y, subsidiariamente, en caso de imponérsele la carga de asumir algún servicio no incluido en el POS-S, se disponga el recobro ante la entidad territorial en el término de cuarenta y ocho (48) horas. 

Profirió sentencia el juzgado de  instancia, tutelando los derechos fundamentales invocados por la tutelante. En consecuencia, le ordenó a la entidad promotora de salud subsidiada que, además de autorizar el examen pedido por la paciente, le brindara la atención integral que requiriera para recuperar su salud, en relación con la enfermedad que padece. Igualmente facultó a la E.P.S.-S para realizar el recobro del 50% de los costos que tenga que asumir por la atención, procedimientos o suministro de medicamentos que necesite la accionante para la recuperación de su salud y que no estén cubiertos por el POS-S, ante el FOSYGA o la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD. 

Las codemandadas E.P.S.-S CAFESALUD y la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD presentaron impugnación oportuna: la E.P.S.-S CAFESALUD insistiendo que el examen le corresponde autorizarlo al ente territorial del orden departamental. Pide, i) principalmente, que se revoque la providencia recurrida por cuanto le da las órdenes de que se garantice la prestación de un servicio que se encuentra excluido del POS-S y de un tratamiento integral; ii) subsidiariamente, a) que se le ordene a una entidad pública o privada que tenga contrato con el Estado, a suministrar todos aquellos servicios de salud que pueda llegar a requerir la usuaria y que no se encuentren incluidos en el POS; y b) que, en caso de confirmarse el fallo condenatorio, se autorice el recobro ante la respectiva entidad teritorial con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones; la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD declara su inconformidad con la decisión, aduciendo que es la entidad de salud la obligada directa en la realización del procedimiento médico que requiere la paciente y que por tratarse de servicios no P.O.S.-S, le asiste el derecho del recobro ante el FOSYGA. Solicita, por tanto, que se modifique “la interpretación, contenido y sustento  del artículo primero parte final de la parte Resolutiva de la providencia emitida por su despacho, en lo relacionado de que la entidad EPSS ASMETSALUD (sic), deberá repetir o recobrar por los gastos en que incurra en cumplimiento de la orden judicial, para ante el Fondo de Solidaridad y Garantías en Salud FOSYGA, y NO para ante la Secretaría de Salud Departamental, como allí lo resalta”.
Aquí la tutela se ha tramitado conforme a la ley y se pasa a resolver previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




La accionante considera que se le están vulnerando los derechos a la salud y a la vida digna, amparados por los artículos 49 y 11 de la Constitución Nacional.

Según constancia que obra a folio 04 de este cuaderno, la señora MARIA ADRIANA RAMIREZ MORALES informó que el procedimiento médico que requería fue practicado el pasado tres (03) de julio. Por tanto, estamos frente a un hecho superado porque precisamente la realización del examen “ecografía abdominal” que necesitaba la tutelante para el problema de “colelitiasis” que la aqueja, era el objetivo que se buscaba por esta vía.
Esta especial circunstancia, conocida doctrinariamente como “carencia actual de objeto”, torna inane un pronunciamiento de fondo de parte del juez constitucional, pues como reiteradamente se ha dicho:

“Cuando la causa que genera la violación o amenaza del derecho ya ha cesado, o, se ha tomado las medidas pertinentes para su protección, la tutela, pierde su razón de ser.  Ello significa que la decisión del juez resultaría inocua frente a la efectividad de los derechos presuntamente conculcados por cuanto ha existido un restablecimiento de los mismos durante el desarrollo de la tutela.”

Como la vulneración de los derechos reclamados cesó después de dictado el fallo de primera instancia, se confirmará éste, declarando superado el hecho que dio origen a la tutela.

Se aclarará el ordinal “Primero”, en el sentido de que el tratamiento integral de la paciente que  requiera para recuperar su salud, en relación con la patología que padece, deberá ser brindado por la SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL en lo no incluido en el POS-S. Además, la entidad promotora de salud podrá recobrar ante esa misma dependencia el 50% de los gastos en el caso de la ecografía abdominal realizada a la tutelante y del 100% frente al eventual tratamiento integral que  le haya realizado para el manejo de la patología que presenta. 

Sin necesidad de otras consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,





RESUELVE:




1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el dieciocho (18) de de junio del presente año por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, en esta Acción de Tutela promovida por la señora MARIA ADRIANA RAMIREZ MORALES, en contra de la E.P.S.-S CAFESALUD, la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD y la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE, por haberse superado el hecho que dio origen a la misma.

2º) SE ACLARA el ordinal “Primero”, en el sentido de que el tratamiento integral de la paciente que  requiera para recuperar su salud, en relación con la patología que padece, deberá ser brindado por la SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL en lo no incluido en el POS-S. Además, la entidad promotora de salud podrá recobrar ante la SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL el 50% de los gastos en el caso de la ecografía abdominal realizada a la tutelante y del 100% frente al eventual tratamiento integral que  le haya realizado para el manejo de la patología que presenta. 

3º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. Dto. 306 de 1992).





4º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Fernán Camilo Valencia López
� Sent. T-026 Enero 25 de 1999.  M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.





